El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Asunto


: Auto – Confirma denegación mandamiento de pago
Proceso

: Ejecutivo
Demandante

: Villarreiro Business Corporation SAS
Demandado

: Alcides Valencia Osorio y otro
Radicación

: 66001-31-03-005-2018-00588-01
Mg. Ponente

: Jaime Alberto Saraza Naranjo
TEMAS:
MANDAMIENTO DE PAGO / CON BASE EN CLÁUSULA DE INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO / REQUISITOS DEL TÍTULO EJECUTIVO / CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA / SE AGOTA CON LA SUSCRIPCIÓN DE LA ESCRITURA DE COMPRAVENTA.
… fue lo que precisamente decidió el juzgado de primera instancia: negó la orden ejecutiva por el hecho de que no encontró que existiera una obligación que se amoldara a tales exigencias, concretamente en la cláusula séptima del citado contrato de promesa, que es en la que se fundamenta el demandante para exigir el pago, debido al discutido incumplimiento de los demandados por el hecho de no levantar las hipotecas que pesaban sobre los inmuebles objeto de compraventa.

Para la Sala, más allá de que se estima que el razonamiento de la funcionaria es acertado, en cuanto la ejecución de obligaciones que derivan de un contrato de promesa surge de la acreditación del cumplimiento de las que al ejecutante le eran propias, es preciso señalar que ella, y también el ejecutante, pasan por alto un aspecto adicional e importante. 

En efecto, lo que se quiere hacer valer como título ejecutivo es la cláusula séptima de la promesa de compraventa de unos bienes inmuebles (f. 19), por el incumplimiento de lo pactado, sin parar mientes en que mediante escritura pública No. 1553 del 22 de julio de 2016 de la Notaría Segunda del Círculo de Armenia se perfeccionó el acuerdo que se anticipó en la citada promesa, extinguiendo dicho contrato y generando otro diferente, con nuevas condiciones.
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Pereira, octubre diecisiete de dos mil dieciocho
  



Expediente 66001-31-03-005-2018-00588-01


Resuelve esta Sala Unitaria el recurso de apelación que el demandante interpuso contra el auto del pasado 4 de julio, proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en el trámite ejecutivo iniciado por Villarreiro Business Corporation SAS frente a Alcides Valencia Osorio y Jhon Jairo Valencia Nieto. 

ANTECEDENTES

En el referido auto, el Juzgado negó el mandamiento ejecutivo impetrado, por cuanto analizado el contenido de la cláusula séptima del contrato de promesa de compraventa, fundamento de la solicitud para que se libre mandamiento de pago, se observa que “…la condición de incumplimiento no puede desprenderse de la literalidad del contrato, y mucho menos, puede entenderse de su solo texto que el deber de pagar se encuentre a cargo de uno u otro de los contratantes.” (f. 71) y para verificar si se presentaron omisiones o renuencias en la satisfacción de los contratos, el escenario procesal es el proceso declarativo. En consecuencia, dijo, no se acompaña el título que preste mérito ejecutivo y, por ende, negó la orden de pago impetrada. 
Replicó el asesor judicial de la ejecutante, por medio de los recursos de reposición y en subsidio apelación, con fundamento en que “Al mirarse el contrato se notará que existen apartados y/o clausulas en las cuales se discrimina y detalla las obligaciones de cada una de las partes, que al firmarlo y solemnemente autenticarlos se comprometen y tácitamente está adquiriendo obligaciones para sí, lo cual convierte el contrato objeto del presente litigio en una obligación clara, expresa y exigible, que no es otra que los promitentes vendedores, se obligaron a entregar los bienes objeto del litigio, identificados con las matrículas inmobiliarias: 103-10273, 102-424, 103-6246, 1031500; libres de todo tipo de gravámenes, lo cual está claramente señalado en el contrato de promesa de compraventa y lo cual no cumplieron”(f. 73).
El despacho de primer grado se sostuvo en su posición, con el argumento de que “…el debate para determinar si existió o no cumplimiento de las partes y si la ejecutante se encuentra legitimada para reclamar la indemnización pactada en las arras no puede desplegarse dentro del proceso ejecutivo; y así también, que pese a contener obligaciones el contrato adosado con la demanda, las mismas no detentan el carácter de ejecutables por no consistir en plena prueba en contra de uno u otro…” (f. 84), por lo que concedió el subsidiario de apelación.

   



CONSIDERACIONES

   



Se trata de definir en este caso si, con apoyo en un contrato de promesa de compraventa, la que después fue perfeccionada mediante escritura pública No. 1553 del 22 de julio de 2016 de la Notaría Segunda del Círculo de Armenia, es posible iniciar una ejecución por el hecho del incumplimiento del demandado al no entregar los inmuebles objeto de venta libres de gravámenes, tal como se estipuló en su cláusula séptima.
   
   


Como señaló el despacho judicial, el artículo 422 del Código General del Proceso establece que se pueden demandar ejecutivamente las obligaciones contenidas en un documento que provenga del deudor y que sean claras, expresas y exigibles. El título ejecutivo, pues, debe ajustarse a estas condiciones, de lo contrario no queda camino diferente al de denegar el mandamiento de pago. 




Y fue lo que precisamente decidió el juzgado de primera instancia: negó la orden ejecutiva por el hecho de que no encontró que existiera una obligación que se amoldara a tales exigencias, concretamente en la cláusula séptima del citado contrato de promesa, que es en la que se fundamenta el demandante para exigir el pago, debido al discutido incumplimiento de los demandados por el hecho de no levantar las hipotecas que pesaban sobre los inmuebles objeto de compraventa.




Para la Sala, más allá de que se estima que el razonamiento de la funcionaria es acertado, en cuanto la ejecución de obligaciones que derivan de un contrato de promesa surge de la acreditación del cumplimiento de las que al ejecutante le eran propias, es preciso señalar que ella, y también el ejecutante, pasan por alto un aspecto adicional e importante. 
  



En efecto, lo que se quiere hacer valer como título ejecutivo es la cláusula séptima de la promesa de compraventa de unos bienes inmuebles (f. 19), por el incumplimiento de lo pactado, sin parar mientes en que mediante escritura pública No. 1553 del 22 de julio de 2016 de la Notaría Segunda del Círculo de Armenia se perfeccionó el acuerdo que se anticipó en la citada promesa, extinguiendo dicho contrato y generando otro diferente, con nuevas condiciones.





Es que, el contrato de promesa de compraventa es un acto preparatorio de otro definitivo, su finalidad es servir a las partes para que se pongan de acuerdo en los pormenores que requieren para llegar a finiquitar un negocio jurídico a través de otro contrato, todo bajo los requisitos de voluntad y reciprocidad, y sujeto, según el caso, a plazo o condición. En otras palabras, el contrato de promesa busca allanar o preparar el camino con el fin de perfeccionar uno diferente. Celebrado este, aquel, en principio, fenece. 




Sobre el punto la doctrina ha señalado: 
  
“Podemos concebir a la promesa como un contrato por el cual las partes se obligan de manera recíproca a celebrar otro contrato al acaecimiento de un plazo o una condición.

De esta forma, se trata de un contrato preparatorio, en el sentido en que está destinado a que las partes se pongan de acuerdo previamente sobre el contenido de un contrato al cual quieren ligarse de manera definitiva, que será el acuerdo o convenio posterior que se agotará cuando se cumpla la obligación de hacer que él mismo generó: la celebración del contrato definitivo, al vencimiento de un plazo o al acaecimiento de una condición”
 

 

  



Por su lado, la jurisprudencia
 señala que: 
… tal y como lo ha aceptado la doctrina y la jurisprudencia civil de manera mayoritaria, una vez celebrado el contrato prometido, fenece el pacto preparatorio, y en ese sentido, la cláusula compromisoria estipulada en la promesa génesis de la compraventa instrumentada, y por virtud de la cual se declaró la mencionada nulidad por falta de jurisdicción, perdió eficacia frente a lo pretendido por la empresa Bananos de Sara Bretaña S.A., esto es, la declaratoria de simulación del contrato de compraventa, no de la promesa, razón por la cual entonces, dicha circunstancia no podía invocarse como hecho generador de tal vicio.

4.1 Acerca de tal temática, esta Sala en pretérita oportunidad precisó, que

«“En general, -explica ALESSANDRI– todo contrato puede ser objeto de una promesa, pues nada se opone a que así como las partes pueden pactar desde luego el contrato, difieran su celebración, mediante una promesa, para una época más o menos distante”. (La compraventa y la promesa de venta. Tomo II. Volumen 2. Editorial Jurídica de Chile, 2003. P. 834)

La promesa de celebrar un contrato es en sí misma un contrato, completamente distinto de los simples tratos preliminares (que no generan obligación alguna); de la oferta (que por ser irrevocable acarrea indemnización de perjuicios en caso de incumplimiento); y del convenio definitivo (que da lugar a reclamar el cumplimiento de lo pactado).

El objeto de la promesa –según lo tiene establecido la jurisprudencia– es la conclusión del contrato posterior. De ahí que “siendo el contrato de promesa un instrumento o contrato preparatorio de un negocio jurídico diferente, tiene un carácter transitorio o temporal, característica esta que hace indispensable, igualmente, la determinación o especificación en forma completa e inequívoca del contrato prometido, individualizándolo en todas sus partes por los elementos que lo integran”. (Sentencia de 14 de julio de 1998. Exp.: 4724)
«“La promesa de celebrar un contrato –en términos de ALESSANDRI– puede definirse diciendo que es aquella convención por la cual los contratantes se obligan a celebrar otro contrato dentro de cierto plazo o al evento de una condición. La promesa es un antecedente del contrato prometido; no es el mismo contrato, sino diverso de éste”. (Op. Cit. Pág. 841)

El contrato de promesa, por tanto, no puede confundirse con el prometido, pues es su antecedente; y la realización de éste es el objeto de aquélla. “La promesa no es sino una convención que sirve para celebrar otra, por lo que no produce más efecto que poder exigir la celebración de éste. Ahí termina su misión. Celebrado el contrato prometido desaparece la promesa.” (Ibid, 842)

Por ello, ha sido reiterada la posición de esta Corte al considerar que la promesa tiene un “carácter preparatorio o pasajero, lo cual implica por naturaleza una vida efímera y destinada a dar paso al contrato fin, o sea, el prometido…” (Sentencia de 14 de julio de 1998. Exp.: 4724) La promesa y el contrato prometido jamás pueden coexistir en el tiempo, pues el nacimiento de éste acarrea la extinción de aquélla.
Sin embargo, nada obsta para que las partes, en ejercicio de la autonomía de su voluntad, pacten en un mismo documento, además del compromiso de celebrar el contrato definitivo, otras prestaciones destinadas a regir en vigencia de éste. Tal circunstancia no significa en modo alguno que la promesa subsista luego de perfeccionarse el acuerdo principal sino, tan solo, que en la fase de conclusión del negocio los contratantes deciden ratificar las cláusulas contenidas en el arreglo preliminar, sin que sea necesario volver a pronunciarse sobre lo que convinieron con anterioridad» (Subrayas fuera del texto original) (C.S.J. Sala de Casación Civil, Sentencia de 16 de diciembre de 2013, Exp. 11001-3103-023-1997-04959-01). 
4.2. Y no escapa a la atención de la Corte el argumento expuesto por el Tribunal enjuiciado en el auto que resolvió el recurso de súplica interpuesto por la aquí tutelante, acerca de lo normado en el precepto 5º de la Ley 1563 de 2012 que a la letra indica: «La inexistencia, ineficacia o invalidez del contrato no afecta la cláusula compromisoria. En consecuencia, podrán someterse a arbitraje las controversias en las que se debata la existencia, eficacia o validez del contrato y la decisión del tribunal será conducente aunque el contrato sea inexistente, ineficaz o inválido». 

Sin embargo, lo que ocurre es que en el sub examine no nos encontramos frente a una controversia suscitada con ocasión del pacto preparatorio, sobre el que ningún ataque se enfiló en la demanda, y que dicho sea de paso, desapareció al firmarse el contrato en sí mismo prometido –compraventa de bien inmueble-, sino en contra de este último exclusivamente, y en ese sentido, no era aplicable tal uso normativo, al resultar ajeno a la temática debatida, y menos para establecer que el asunto sometido al juicio civil, deba dilucidarse ante un Tribunal de Arbitramento, cuando en la Escritura Pública, se itera, blanco de la simulación, ninguna cláusula compromisoria se pactó.

4.3 Ahora, cosa distinta es que las pretensiones elevadas como consecuencia de la declaratoria de tal simulación tengan expresa relación con lo pactado en la promesa, la cual en vez de atacarse, más bien se presentó como prueba de lo que supuestamente querían los contratantes, pero que en últimas no fue lo que se plasmó en la escritura final…




Y si eso es así, no queda duda alguna que en este caso el contrato de promesa de compraventa que se allega como título de la obligación se extinguió por el hecho de su cumplimiento, en cuanto el convenio prometido se perfeccionó mediante una escritura pública, en la que se dejó plasmada la venta de los inmuebles, obligación que era el objeto principal de la promesa. 




Y no bastó con la enajenación, sino que, a propósito del incumplimiento del que hablan las ejecutantes por la omisión de levantar los gravámenes hipotecarios, en el contrato final celebrado, que es ley para las partes, en su cláusula “CUARTA” se dejó claro que quedaba fuera de la obligación de los vendedores sanear el bien de las hipotecas constituidas sobre los inmuebles objeto de venta, así:

“… LA PARTE VENDEDORA (en este caso los demandados) se obliga a salir a su saneamiento en los casos contemplados en la ley a excepción de los siguientes: para el inmueble determinado como “LA ESPERANZA” existe una hipoteca abierta constituida mediante la escritura pública 2319 del 11 de junio de 1997, otorgada en la Notaría Primera de Pereira, registrada al folio de matrícula inmobiliaria 103-10273 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Anserma, Caldas; para el predio determinado como “LA OTAIBA” existe una hipoteca constituida por la escritura 1909 del 8 de septiembre de 1958 otorgada en Pereira – Notaría (sic), según certificado de tradición, acto registrado al folio de matrícula inmobiliaria número 103-424 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Anserma, Caldas; frente al predio determinado como “MI VILLA” existe una hipoteca abierta constituida mediante la escritura pública 2319 del 11 de junio de 1997, otorgada en la Notaría Primera de Pereira, registrada al folio de matrícula inmobiliaria 103-6246 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Anserma, Caldas; y frente al predio determinado como “EL NARANJO” existe una hipoteca abierta constituida mediante escritura pública 2319 del 11 de junio de 1997, otorgada en la Notaría Primera de Pereira, registrada al folio de matrícula inmobiliaria 103-1500 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Anserma, Caldas, gravámenes los cuales LA PARTE VENDEDORA, se compromete a cancelar dichas escrituras públicas de hipoteca y para el efecto se compromete al día 30 de septiembre de 2016 a tenerlas canceladas.” 
Si se observa, es un compromiso adquirido con posterioridad a la promesa; se trata de dos contratos totalmente independientes, en el que el segundo dejó sin efectos al primero, pues la promesa de venta, valga repetir, se cumplió mediante acto solemne, y en él quedó estipulado, expresamente, lo atinente al levantamiento de los gravámenes hipotecarios y su fecha de perfeccionamiento, así que cualquier discusión al respecto tendría qué ver con el nuevo contrato y no con el preparatorio. 

   



Es bien claro que un proceso ejecutivo debe partir de una base sólida, que es el título ejecutivo, y eso es lo que lo hace diferente de los procesos declarativos en los que la prueba de la obligación se va fabricando paso a paso durante el trámite, de manera que cuando el funcionario no advierte la presencia de ese específico soporte con la demanda ejecutiva, no puede librar la orden impetrada, como en este caso ocurrió, pues, según advirtió la funcionaria de primer grado, la que aquí se aduce, amén de que no es clara, tampoco se advierte exigible, si bien se extinguió cuando las partes celebraron el contrato prometido y en él, además, acordaron algo diferente en relación con el levantamiento de los gravámenes de lo que rezaba la promesa.  




Por tanto, se confirmará el auto protestado. 
  



No habrá lugar a condena en costas, porque no aparecen causadas (art. 365-8 C.P.C.).

  



DECISIÓN

En armonía con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA el auto protestado. 

Sin costas.

Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia STC98437-2016, 13 de julio de 2016, radicado 11001-02-03-000-2016-01729-00, M. P. Álvaro Fernando García Restrepo.
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